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ASUNTO 

 

Resolver la apelación del demandante en contra de la decisión contenida en el auto 

del 15 de junio de 2022 proferida por el Juzgado Catorce Civil del Circuito de 

Medellín que no accedió a una medida cautelar. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Magda Judith Giral Arcila el 22 de octubre de 2018 demandó a Carlos Eugenio 

Restrepo Restrepo para que se declarara la existencia de sociedad de hecho entre 

ellos desde agosto del 2003 hasta el 18 de diciembre de 2008. 

 

Mediante sentencia de primera instancia del 21 de octubre 2020 el juzgado negó 

las pretensiones y mediante sentencia de segunda instancia proferida el 14 de abril 

de 2021 por este Tribunal se concedió la pretensión en los términos pedidos. 

 

2. La parte actora mediante memorial del 14 de junio de 2022 solicitó que se: 

“DECRETE el traslado de la medida cautelar de secuestro ya practicada en el proceso con 

radicado No. 2018-755, para que se incorpore al interior del presente proceso, y de esta manera 

cumplir con lo ordenado por el Despacho en el Auto del 22 de octubre de 2021” 

 



La demandante expuso que en el Juzgado Décimo de Familia de Medellín se 

adelanta proceso con rad. No. 2018-755, en el que se decretó el embargo de las 

mejoras realizadas en el inmueble con folio de matrícula 001-1044481 de la Oficina 

de IIPP Zona Sur, inmueble que en ese proceso fue secuestrado y con 

posterioridad se ordenó el levantamiento de esas medidas. 

 

Que el traslado del secuestro del juzgado de familia al presente proceso resulta 

procedente en desarrollo del principio de economía procesal. Además, el inmueble 

se encuentra embargado y con orden de secuestrarse por cuenta del actual proceso 

mediante auto de 22 de octubre de 2021, no obstante, hasta la fecha no se ha 

perfeccionado el secuestro. 

 

3. Mediante auto del 15 de junio de 2022 el a quo negó la solicitud. Consideró que 

acá no se ha embargado el inmueble, a pesar del auto del 22 de octubre de 2021 

que lo decretó. Que la Oficina de Registro devolvió el oficio que comunicaba el 

auto referido, porque ya pesaba esa medida sobre el bien. Aunque se insistió en la 

medida mediante auto de 22 de marzo de 2022 explicando que la medida anterior 

era de “inscripción de la demanda” y la actual es de “embargo”, la parte actora no 

allegó constancia del diligenciamiento de esos oficios, con lo cual no hay prueba 

del embargo por cuenta de este proceso y no se puede continuar con el secuestro. 

 

En segundo lugar, el a quo expuso que la medida decretada por el juzgado de familia 

recayó sobre las mejoras construida en el predio y en este caso se decretó el 

embargo del predio, por lo que se trata de dos cautelas diferentes. A renglón 

seguido ordenó oficiar a Instrumentos Públicos para que diera cuenta de la orden 

dada en el auto del 22 de marzo de 2022. 

 

4. La parte demandante apeló. Señaló que el embargo se inscribió desde enero de 

2022 y respecto al secuestro que se realizó en el proceso que conoce el Juzgado de 

Familia aclaró que se llevó a cabo en el inmueble con folio de matrícula inmobiliaria 

001-104448 que no se encuentra sometido a régimen de propiedad horizontal, por 

ende el secuestro sobre las mejoras es sobre el mismo inmueble que se persigue en 

este asunto.  Esta información se puede constatar en las actas de diligencia de 

secuestro levantadas al interior de ese proceso. Actas que confrontadas con los 

dictámenes periciales de avaluó realizados en este proceso sobre esos inmuebles 

dan cuenta que se trata de la misma descripción material. Existe coincidencia 



perfecta entre el bien que se incorporó en este proceso para la liquidación y el que 

se secuestró en el proceso de familia referido.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Si el embargo de un bien sujeto a registro es la medida cautelar que perfecciona la 

aprehensión jurídica, el secuestro sobre este mismo bien implica la aprehensión 

material. Esta medida es la antesala a la satisfacción efectiva del derecho de la parte 

actora, puesto que el bien queda ad portas del remate y mientras esto sucede, sólo 

queda recibir las cuentas que el secuestre presente respecto del inmueble ya 

embargado y secuestrado. 

 

Ahora, esa aprehensión material posterior al embargo del inmueble no difiere de 

la que se lleva a cabo cuando de conformidad con el numeral 2 del art. 593 del 

CGP se perfecciona el embargo de las mejoras que tenga una persona que ocupa 

un predio de propiedad de otra, salvo que en este último evento se forma una 

especie de coadministración entre el secuestre -que reemplaza al mejorista- y el 

dueño del predio o lote. 

 

Desde una perspectiva material, comparada el acta de secuestro sobre mejoras del 

18 de septiembre de 2019 practicada al interior del proceso que conoció el juez de 

familia y el dictamen o avalúo comercial presentado el 25 de noviembre de 2019 al 

interior del presente proceso, se advierte que sendas medidas cautelares recaen 

sobre el mismo inmueble. Los dos documentos dan cuenta de idéntica descripción 

del bien; luego, como lo señaló la parte actora, el traslado del secuestro de aquel 

proceso a este, materializa el principio de economía procesal1, porque se evita 

comisionar para la diligencia de secuestro y en general se evitan todos los gastos y 

tiempo que ello representa. 

 

Así entonces, si a la fecha en la que se oficie al Juzgado Décimo de Familia de 

Medellín para que traslade lo correspondiente al secuestro adelantado sobre el 

predio, no se ha entregado el bien secuestrado a la parte que se enteró en la 

diligencia del 18 de septiembre de 2019, la medida resultaría procedente y el 

traslado de esa actuación no vulneraría derechos de las partes o de terceros, porque 

 
1 En la sentencia C.037 de 1998 la Corte Constitucional dijo que este principio consiste en “…principalmente, 
en conseguir el mayor resultado con el mínimo de actividad de la administración de justicia. Con la aplicación 
de este principio, se busca la celeridad en la solución de los litigios, es decir, que se imparta pronta y cumplida 
justicia” 



se trata de un bien que desde la fecha antes dicha se encuentra bajo la 

administración de una autoridad judicial, a través de un auxiliar de la justicia. De 

manera que cualquier derecho de tercero se garantizó en la oposición que en la 

citada diligencia se pudo hacer. 

 

En consecuencia, se revocará la decisión apelada, para en su lugar, ordenar al 

juzgado de primera instancia que de manera inmediata oficie al Juzgado Décimo 

de Familia de Medellín con el propósito de que este traslade la diligencia de 

secuestro que allá se realizó el 18 de septiembre de 2019, siempre y cuando el 

secuestre no haya devuelto el bien a quien se enteró de la diligencia en aquella 

oportunidad. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín. en Sala Unitaria de 

Decisión Civil, RESUELVE: Revocar el auto de fecha y origen indicado, para en 

su lugar, ordenar al a quo que de manera inmediata oficie al Juzgado Décimo de 

Familia de Medellín con el propósito de que  traslade la diligencia de secuestro que 

allá se realizó el 18 de septiembre de 2019 sobre el bien con folio de matricula 001-

1044481 de la Oficina de IIPP Zona Sur, siempre y cuando el secuestre no haya 

devuelto el bien a quien se enteró de la diligencia en aquella oportunidad 

Devuélvase el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

MAGISTRADO 


